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La proteccion del «personal humanitario» por el Derecho 
Internacional Humanitario en los conflictos armados 
actuales*

José Luis Rodríguez-Villasante y Prieto1

Resumen

En los conflictos armados actuales los ataques dirigidos al 
personal humanitario lo ha convertido en blanco directo de la 
violencia organizada. El Derecho Internacional Humanitario ha 
protegido desde sus orígenes al personal sanitario, que tiene de-
recho a ser respetado, proporcionándole la ayuda precisa para 
el cumplimiento de su misión humanitaria. Además, las partes 
en los conflictos armados deben garantizar la seguridad del per-
sonal de socorro humanitario autorizado para prestar asistencia 
a las víctimas, sin que esta autorización pueda denegarse o reti-
rarse por razones arbitrarias. Asimismo se concede protección a 
los miembros y medios de las llamadas misiones de paz o huma-
nitarias con mandato de las Naciones Unidas. El DIH garantiza 
la libertad de movimientos de las organizaciones humanitarias 
e imparciales, esencial para el desempeño de su cometido. Fi-
nalmente, la protección penal de los medios y personal humani-
tario ha sido recogida en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional y en el ordenamiento penal español.

Palabras clave: Derecho Internacional Humanitario, Convenios 
de Ginebra, Personal sanitario, Misión humanitaria, Personal de so-
corro humanitario, Acceso humanitario, Misiones de paz o huma-
nitarias, Libertad de movimientos del personal humanitario, Críme-
nes de guerra, Corte Penal Internacional, Código penal español.

Abstract

In today’s armed conflicts targeted attacks on humanitar-
ian personnel has become a direct target of organized violence. 
International humanitarian law, from its outset, has protected 
health personnel, who are entitled to be respected, provid-
ing necessary assistance to carry out its humanitarian mission. 
In addition, parties to armed conflict must ensure the safety 
of humanitarian personnel authorized to provide assistance 
to victims, and this authorization can’t be refused or removed 
for any arbitrary reasons. It also provides protection to mem-
bers of peace and humanitarian missions within the United Na-
tions mandate. IHL provides freedom of movement to impartial 
humanitarian organizations, which is essential to the perform-
ance of their duties. Finally, the criminal protection of humani-
tarian personnel and resources has been included in the Rome 
Statute of the International Criminal Court and in the Spanish 
criminal law.

Key words: International Humanitarian Law, Geneva Con-
ventions, Health Personnel, Humanitarian Mission, humanitarian 
relief personnel, Humanitarian Access, Peacekeeping or huma-
nitarian missions, Freedom of movement of humanitarian per-
sonnel, War crimes, International Criminal Court, Spanish Cri-
minal Code.

* Este artículo es el desarrollo de la ponencia presentada en el semi-
nario de NOHA «Protección en Acción Humanitaria» que se celebro el 21 
de mayo del 2010.

1 Doctor en Derecho. Director del Centro de Estudios de Derecho In-
ternacional Humanitario de la Cruz Roja Española (CEDIH).
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1. Introducción

En este estudio emplearemos la expresión «personal huma-
nitario» o «personal de socorro humanitario» en lugar de la de 
«trabajadores humanitarios» para dar mayor amplitud al objeto 
de nuestra investigación y, al propio tiempo, ser fieles a la termi-
nología de las normas humanitarias. Por otra parte, siendo uno 
de los principios del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y 
de la Media Luna Roja2 el «carácter voluntario», el término «tra-
bajadores» (de cierta tradición laboral) no resulta el más ade-
cuado para abarcar a los «voluntarios» que desarrollan una ac-
ción humanitaria merecedora de especial protección. 

Desde los orígenes de la humanidad se pueden encontrar 
normas que tratan de regular, además de la conducta en la gue-
rra, costumbres humanitarias que exigen que se respete a quien 
no combate o no puede ya combatir, se le asista y se le dé un 
trato humano. Estas normas protegieron también, desde el pri-
mer momento, a «los protectores» (imprescindibles actores de 
la asistencia humanitaria) y se convirtieron en reglas consuetu-
dinarias. 

En definitiva proteger a la persona humana en todas las cir-
cunstancias es creer en la dignidad inherente al ser humano, 
que es incluso anterior a su reconocimiento legal, constituye el 
fundamento del orden social e integra el núcleo irreductible de 
los derechos humanos que deben respetarse también en tiempo 
de conflicto armado.

El Presidente del Comité Internacional de la Cruz Roja Cor-
nelio Sommaruga3, con ocasión del asesinato de seis delegados 
de la institución que realizaban su labor humanitaria en Cheche-
nia (entre los cuales estaba la española Fernanda Calado), lo ex-
presó de esta manera: «Luchamos porque creemos que el ser 
humano conserva un mínimo de su condición aun en las guerras 
mas depravadas. Hechos como los que hemos vivido podrían 
hacernos dudar, pero si nos dejamos convencer de lo contrario 

tendríamos que admitir que el hombre no se distingue nada de 
las bestias, y no estamos dispuestos a admitirlo».

El 15 de noviembre de 1999, el Secretario General de las Na-
ciones Unidas en su informe4 al Consejo de Seguridad sobre «La 
protección de los civiles en los conflictos armados», destacó la vio-
lencia dirigida al personal especialista en la prestación de socorros 
y al personal de mantenimiento de la paz, que se ha convertido 
crecientemente en el blanco directo de la violencia organizada. 
Al parecer, lamentaba, el emblema protector de la Cruz Roja y de 
la Media Luna Roja, así como la bandera de las Naciones Unidas, 
que representan la imparcialidad del personal de socorro, ofrecen 
menos protección que nunca. Y concluía que las amenazas contra 
el personal de socorro y de mantenimiento de la paz limitan aún 
más la capacidad de las organizaciones humanitarias en la presta-
ción de la asistencia a las poblaciones vulnerables.

En este estudio, sin desconocer la situación de falta de protec-
ción del personal humanitario en numerosos conflictos armados 
actuales, expondremos las normas humanitarias que les proporcio-
nan protección jurídica, para concluir que no faltan normas sino la 
voluntad de respetarlas por las partes en los conflictos armados y 
de hacerlas respetar por la propia comunidad internacional.

2.  Protección del personal sanitario y religioso por los 
Convenios de Ginebra y sus Protocolos adicionales

2.1. Antecedentes históricos

El Derecho Internacional Humanitario5 (en lo sucesivo DIH) 
va dirigido a la protección de las víctimas de los conflictos arma-
dos, es decir, a la protección de los heridos, enfermos, náufra-
gos, prisioneros de guerra, población civil, pero también y desde 
sus orígenes al personal sanitario y a los bienes indispensables 
para la supervivencia de la población civil. Nace con el Convenio 

2 Antón Ayllón, Manuel y Babé Romero, Mercedes, (2007), «El Movi-
miento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, en Derecho In-
ternacional Humanitario (coord. JL.Rodríguez-Villasante y Prieto), 2.ª edición, 
Cruz Roja Española y Tirant lo Blanch, Valencia, pp. 97 y 98. Ver también, 
Pictet, Jean (1984), «Los principios fundamentales de la Cruz Roja y la paz», 
en Revista Internacional de la Cruz Roja, marzo-abril, 1984, pp. 26 y 27.

3 Ignatieff, Michael (2002), El honor del guerrero, 1.ª ed., Suma de 
Letras, Madrid, pp. 223 y 224.

4 Informe del Secretario General al Consejo de Seguridad sobre la pro-
tección de los civiles en los conflictos armados. 15 de noviembre de 1999. 
Documento: s/1999/957.

5 Pérez González, Manuel (2007), «El Derecho Internacional Huma-
nitario frente a la violencia bélica: una apuesta por la humanidad en si-
tuaciones de conflicto», en Derecho Internacional Humanitario, op. cit. 
pp. 31 y ss.



La proteccion del «personal humanitario» por el Derecho Internacional Humanitario en los conflictos armados actuales 45

Anuario de Acción Humanitaria y Derechos Humanos
Yearbook on Humanitarian Action and Human Rights
© Universidad de Deusto. ISSN: 1885 - 298X, Núm. 7/2010, Bilbao, 43-58
http://revista-derechoshumanos.deusto.es

de Ginebra de 1864 y, en la actualidad, se concreta en los cua-
tro convenios de Ginebra de 1949 y en sus tres Protocolos Adi-
cionales a los Convenios de Ginebra.

En 1862 publica el ginebrino Henry DUNANT su «Recuerdo de 
Solferino», relatando los horrores vividos en el campo de Solfe-
rino (Lombardia, 1859) y nacía en 1863 el «Comité de los Cinco» 
origen del Comité Internacional de la Cruz Roja6. La consecuencia 
fue la convocatoria por el Gobierno suizo de la Conferencia Diplo-
mática de 1864, que concluyó con la firma del Convenio de Gine-
bra del 22 de Agosto de 1864, para el mejoramiento de la suerte 
de los militares heridos de los ejércitos en campaña. 

Así pues el DIH contemporáneo nació en 1864 para proteger 
a los heridos y enfermos de las fuerzas armadas en campaña. Y 
en aquel primer Convenio de Ginebra de 22 de agosto de 1864, 
para «aliviar la suerte que corren los militares heridos de los 
ejércitos en campaña», ya se hacía referencia a la obligación de 
respetar y proteger al personal sanitario, que participa del esta-
tuto de neutralidad (artículo 2), que concedía esta norma inter-
nacional mientras estén ejerciendo sus funciones y si caían en 
poder de la parte adversaria quedarían exentos de captura, per-
mitiéndoles el regreso a su ejército. Así, desde los orígenes, el 
DIH protege al personal sanitario.

Esta similar protección durante los conflictos armados se rei-
teró en los Convenios de Ginebra de 1906 y de 1929, así como 
en el X Convenio de La Haya de 1907 sobre ampliación a la 
guerra marítima de los principios del Convenio de Ginebra. 

Las normas internacionales humanitarias aplicables a los con-
flictos armados actuales están contenidas en los cuatro Conve-
nios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y por sus dos Proto-
colos Adicionales de 1977.

2.2. Protección del personal sanitario y de la misión médica

La protección indirecta, es decir la que el DIH establece para 
el personal y medios sanitarios, es esencial para la superviven-

cia de los heridos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas 
(combatientes fuera de combate) o de la población civil. Es decir, 
para proteger realmente a las víctimas de la guerra es necesario 
contar con personal y medios adecuados. Históricamente, en los 
primeros textos de DIH7, se hacía referencia a los camilleros, a 
las ambulancias, a los médicos y enfermeros, a los hospitales de 
campaña o a los buques hospitales, a los que se agregaron más 
tarde las aeronaves sanitarias.

En definitiva, es precisa la infraestructura sanitaria que, en al-
gunos casos, proporciona el núcleo permanente de la Sanidad 
Militar o Civil y, en otros, organizaciones humanitarias como el 
Comité Internacional de la Cruz Roja, las Sociedades Nacionales 
de la Cruz Roja o Media Luna Roja u otras organizaciones hu-
manitarias no gubernamentales.

Los principios generales que determinan la protección de los 
heridos, enfermos y náufragos son aplicables también al perso-
nal sanitario8 que tiene derecho a ser respetado (con la absten-
ción de todo ataque) y ser protegido, proporcionándole la ayuda 
precisa para el cumplimiento de su misión humanitaria. 

En consecuencia, el personal sanitario goza en los conflictos 
armados (tanto internacionales como internos) de un estatuto 
especial que les concede inmunidad frente a los ataques. 

El primer Convenio de 1864 les concedía el estatuto de neu-
tralidad, idea que se abandona en el Convenio de 1906 para 
garantizarles respeto y protección.

La noción de personal sanitario protegido va a ser ampliada, 
a la vez que se extiende el concepto de víctimas de la guerra, 
por lo que en la actualidad comprende:

a) Personal sanitario militar y civil de las Partes en un con-
flicto, dedicados a la búsqueda, recogida, trasporte, 
atención o tratamiento de los heridos, enfermos y náu-
fragos militares o civiles.

b) Personal militar o civil de las Partes en conflicto dedi-
cado a la prevención de las enfermedades.

6 Bugnion, François (1986), Le Comité International de la Croix-Rouge 
el la protection des victimes de la guerre, Comité International de la Croix-
Rouge, Ginebra, pp. 11 y ss.

7 Bugnion, François (1986), Le Comité International de la Croix-Rouge 
el la protection des victimes de la guerre, op. cit. pp. 534 y ss.

8 Otero Solana, Vicente (2007), «La protección del medio sanitario en 
los conflictos armados», en Derecho Internacional Humanitario, op. cit. 
pp. 496 y ss.
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c) Personal de administración, de formaciones y estable-
cimientos sanitarios, incluyendo personal técnico, con-
ductores de ambulancias o personal de los buques hos-
pitales y aeronaves sanitarias.

d) Personal sanitario del Comité Internacional de la Cruz 
Roja, de las Sociedades Nacionales de la Cruz Roja y de 
la Media Luna Roja u otras de socorro, reconocidas y 
autorizadas por las Partes en conflicto.

e) Personal sanitario de unidades o establecimientos 
puestos a disposición de las Partes en conflicto por un 
Estado neutral, por una sociedad de socorro de un Es-
tado neutral o por una organización internacional hu-
manitaria imparcial.

f) Personal religioso perteneciente a las fuerzas armadas 
o adscrito a los establecimientos sanitarios o socieda-
des de socorro.

Este personal goza de un estatuto privilegiado pero, natural-
mente no puede participar en las hostilidades puesto que, aun-
que sea militar, no es combatiente según el artículo 43 del Pro-
tocolo I de 1977, Adicional a los Convenios de Ginebra (en lo 
sucesivo Protocolo I de 1977).

Los derechos del personal sanitario, en cuanto a la atención 
de los heridos, enfermos y náufragos, se concretan en:

— Libertad de decisión en el tratamiento médico.
— Libertad de movimientos, particularmente en los supues-

tos de territorios ocupados, para acceder a los lugares 
donde sea necesaria su presencia.

Sus obligaciones pueden sintetizarse así:

a) Proporcionar el tratamiento médico necesario según el 
estado del herido o enfermo, de acuerdo con la deonto-
logía.

b) Asistir a las víctimas sin discriminación alguna.
c) Recoger a los heridos o enfermos y darles el tratamiento 

adecuado según la prioridad médica, sin tener en cuenta 
el criterio «amigo-enemigo».

Para garantizar la debida atención médica, el personal sani-
tario (aunque sea militar) está exento de captura (art. 33 del III 
Convenio de Ginebra), pero puede ser retenido para asistir a los 

prisioneros de guerra en los casos en que su presencia sea indis-
pensable.

Jean Pictet9, después de proclamar el principio de que la asis-
tencia humanitaria no constituye injerencia en el conflicto ar-
mado, expone los principios generales de aplicación al personal 
sanitario.

El primer principio consiste en que personal sanitario, como 
contrapartida de la inmunidad que se le otorga, debe abste-
nerse de todo acto hostil. Esta protección se extiende al perso-
nal sanitario civil y al de «protección civil».

La segunda regla determina que los miembros del personal 
sanitario están protegidos como profesionales de la medicina y 
no pueden ser obligados a actuaciones contrarias a su deontolo-
gía (arts. 6 y 15 del Protocolo I de 1977).

La tercera norma estipula que el personal sanitario no puede 
ser obligado a dar informaciones sobre los heridos y enfermos a 
los que preste asistencia, si ello puede causarles algún perjuicio. 
No obstante se excepciona la información sobre las enfermeda-
des transmisibles y lo que pueda disponer la legislación nacional 
(art. 16 del Protocolo I y art. 10 del Protocolo II de 1977).

Por último, se dispone que nadie será molestado ni castigado 
por el hecho de haber prestado asistencia a los heridos o enfer-
mos de cualquier Parte en el conflicto (art. 18.3 del I Convenio 
de Ginebra de 1949 y arts. 16 y 17 del Protocolo I de 1977). 
Esta regla sale al paso de algunos problemas que se plantea-
ron durante y después de la Segunda Guerra Mundial, cuando 
el personal sanitario fue encarcelado como colaboracionista por 
haber prestado asistencia médica a guerrilleros u ocupantes. Re-
cientemente esta doctrina fue recordada por la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos en el caso de la Doctora peruana 
María Teresa De la Cruz Flores.

El personal sanitario y religioso debe identificarse portando 
de una forma visible el emblema de la Cruz Roja o la Media 
Luna Roja sobre fondo blanco (Convenios de Ginebra de 1949) 
o el Cristal Rojo (III Protocolo Adicional de 8 de diciembre de 
2005 y XXIX Conferencia Internacional del Movimiento Interna-
cional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, Ginebra, junio 
de 2006)), de idéntico carácter protector.

9 Pictet, Jean (1986), Desarrollo y principios del Derecho Internacional 
Humanitario, Instituto Henry Dunant, Ginebra, pp. 81 a 83.
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3. Protección del personal de socorro humanitario

3.1. La protección directa del personal de socorro humanitario 

La norma 31 del Derecho Internacional Humanitario Consue-
tudinario10 se formula así: El personal de socorro humanitario 
será respetado y protegido. Y ello tanto en los conflictos arma-
dos internacionales como en los no internacionales.

Esta norma consuetudinaria, basada en la práctica de los Es-
tados, es consecuencia de la obligación de recoger y asistir a 
los heridos, enfermos y náufragos establecida en los Convenios 
de Ginebra y sus Protocolos Adicionales. Además la referida re-
gla guarda relación con la prohibición de hacer pasar hambre a 
la población civil, a la que aludiremos seguidamente. Natural-
mente, resulta esencial la seguridad del personal de socorro hu-
manitario para asistir a las víctimas de guerra, en particular a la 
población civil necesitada.

El artículo 71.2 del Protocolo I de 1977, contiene la obliga-
ción de respetar y proteger al personal de socorro humanita-
rio11. Deber cuya violación puede constituir un crimen de guerra 
de la competencia de la Corte Penal Internacional (art. 8.2.b),iii 
del Estatuto de Roma).

Diversos Manuales Militares (entre ellos el de España12), reso-
luciones de organismos internacionales y declaraciones oficiales 
(incluso de Estados que no son Parte en el aludido Protocolo I de 
1977) recuerdan esta norma y diversa legislación penal incrimina 
su violación como delito en las normas penales. 

Es verdad que no existe una norma específica similar para 
proteger al personal humanitario en los conflictos armados sin 
carácter internacional. Pero tanto el mencionado Estatuto de 
Roma como el Estatuto del Tribunal Penal especial (mixto) para 
Sierra Leona castigan estas infracciones contra determinado per-
sonal humanitario como crímenes de guerra. Y de la práctica de 

los Estados se deduce la aplicación de esta regla protectora en 
tales conflictos armados sin carácter internacional. Existen rei-
teradas condenas formuladas por distintos organismos interna-
cionales y por diversos Estados (Rusia) ante las infracciones de 
esta regla.

Por otra parte, la protección del personal humanitario como 
integrante de la población civil13, se deriva del principio de dis-
tinción (e inmunidad de la población civil) que es una de las 
normas básicas del DIH y tiene carácter consuetudinario. La 
protección comprende la prohibición de atacarlo, el acoso y la 
intimidación, la detención arbitraria, los arrestos ilegales, los 
malos tratos, la violencia física y psicológica, las agresiones, el 
asesinato y la toma de rehenes.

En definitiva, la práctica estatal y diversas resoluciones del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas exigen a las partes 
en los conflictos armados que garanticen la seguridad del per-
sonal de socorro humanitario autorizado para prestar asistencia 
a las víctimas, sin que esta autorización pueda denegarse o reti-
rarse por razones arbitrarias.

3.2. La prohibición de hacer padecer hambre a la población civil

Durante la evolución histórica de los conflictos armados se 
ha ido consolidando la norma que considera una violación de 
las leyes y costumbres de la guerra (conducción de las hostilida-
des) y, obviamente, de las normas que protegen a las víctimas 
de la guerra (DIH en sentido estricto), el hecho de hacer padecer 
hambre intencionadamente a la población civil. Tal infracción 
dolosa se llegó a estimar, finalizada la Primera Mundial, como 
un delito susceptible de persecución penal. 

En la actualidad, el artículo 54.1 del Protocolo I de 1977 
establece14 que «Queda prohibido, como método de gue-
rra, hacer padecer hambre a las personas civiles». Justamente 

10 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise (2005), Customary 
Internationa Humanitarian Law, Vol. I, ICRC y Cambridge University Press, 
Cambridge. Hay traducción al español, El derecho internacional humanita-
rio consuetudinario, 2007, Buenos Aires, pp. 117 y ss. 

11 Sandoz, Yves, (2001), «Comentario al artículo 54», en Comentario 
del Protocolo de 8 de junio de 1977 adicional a los Convenios de Ginebra 
del 12 de agosto de 1949», Tomo II, traducción al español, Comité Interna-
cional de la Cruz Roja y Plaza & Janes, Buenos Aires, pp. 1163 a 1171.

12 Orientaciones. El Derecho de los Conflictos Armados, 2007, Tomos I, 
II y III, Publicación OR7-004, Ejército de Tierra, Granada, pp. 4-11.

13 Alonso Pérez, Francisco (2007), «La protección de la población ci-
vil», en Derecho Internacional Humanitario, op. cit. pp. 555 y ss.

14 Pilloud, Claude y Preux, Jean de, (2001), «Comentario al artículo 
54», en Comentario del Protocolo de 8 de junio de 1977 adicional a los 
Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949», Tomo II, op. cit. pp. 911 
y ss.
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esta misma redacción se reproduce en la Norma 53 del DIH 
Consuetudinario15, como regla consolidada aplicable tanto 
en los conflictos armados internacionales como en los no in-
ternacionales. Y ello porque un idéntico texto normativo se 
establece en el artículo 14, primer párrafo, del Protocolo II 
de 1977.

Como consecuencia de diversas reuniones de expertos, en 
la regla 102 (bloqueo naval) del Manual de San Remo16 sobre 
el «Derecho Internacional aplicable a los conflictos armados en 
el mar», se determina que está prohibido declarar o establecer 
un bloqueo si tiene como única finalidad hacer padecer hambre 
a la población civil o privarle de otros bienes esenciales para su 
supervivencia.

El artículo 8, 2, b), xxv del Estatuto de Roma de la Corte Pe-
nal Internacional tipifica como crimen de guerra de la com-
petencia de la Corte el hecho de hacer padecer intencionada-
mente hambre a la población civil.

La práctica de los Estados se asienta sólidamente en el texto 
de diversos Manuales Militares (entre ellos el de España17), de-
claraciones oficiales (incluso de Estados no Partes en los Proto-
colos Adicionales a los Convenios de Ginebra, como Estados 
Unidos de América e Israel) y en la tipificación como delito de 
esta conducta en la legislación penal interna nacional. Se trata 
de una costumbre que se ha ido abriendo paso secularmente en 
los casos de ciudades sitiadas, consistente en permitir la salida 
del asedio a las personas civiles. 

 No faltan hoy cualificadas opiniones (como la Mary Robin-
son antigua Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos y su actual titular Navi Pillay) que conside-
ran el bloqueo de la franja de Gaza, en el contexto del conflicto 
israelo-palestino, como una violación del artículo 33 del IV Con-
venio de Ginebra (prohibición de los castigos colectivos) y de la 
norma consuetudinaria que prohíbe hacer pasar hambre a la 

población civil y privarla de los bienes indispensables para la su-
pervivencia.

3.3.  La prohibición de destruir los bienes indispensables para la 
supervivencia de la población civil

3.3.1. LA PROHIBICIÓN CONVENCIONAL

El artículo 54.2 del Protocolo I de 1977, aplicable en los con-
flictos armados internacionales, prohíbe atacar, destruir, sustraer 
o inutilizar los bienes indispensables para la supervivencia de la 
población civil y, entre otros, particularmente las instalaciones y 
reservas de agua potable y las obras de riego. Para los conflic-
tos armados sin carácter internacional es aplicable el artículo 14 
del Protocolo II de 1977, que protege igualmente las instalacio-
nes y reservas de agua potable así como las obras de riego. Para 
la doctrina18, la conducta prohibida incluye la contaminación del 
agua con agentes químicos o biológicos.

La norma protectora tiene, sin embargo, la excepción de que 
las exigencias militares autorizan la destrucción de tales bienes 
siempre que estén situados en la parte del territorio nacional su-
jeta a su control.

Ahora bien, cesa la inmunidad de los mencionados bienes 
indispensables cuando son utilizados para el uso exclusivo de los 
miembros de las fuerzas armadas de la parte adversa en apoyo 
directo a la acción militar. Sin embargo, incluso en estas circuns-
tancias los combatientes no pueden conducir la acción hostil de 
forma que priven de agua potable a la población civil.

En el supuesto de los conflictos armados internacionales, los 
bienes indispensables para la supervivencia de la población civil 
no pueden ser objeto de represalias, siendo criticable que una 
norma similar no sea aplicable convencionalmente a los conflic-
tos armados internos.

15 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise (2005), Customary 
Internationa Humanitarian Law, Vol. I, Traducción al español, El derecho 
internacional humanitario consuetudinario, op. cit. pp. 207 a 210.

16 Manual de San Remo sobre el Derecho internacional aplicable a 
los conflictos armados en el mar, en Revista Internacional de la Cruz Roja, 
noviembre-diciembre, 1995. 

17 Orientaciones. El Derecho de los Conflictos Armados, 2007, Tomo I, 
op. cit. pp. 3-22. 

18 Pilloud, Claude y Preux, Jean de, (2001), «Comentario al artículo 
54», en Comentario del Protocolo de 8 de junio de 1977 adicional a los 
Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949», op. cit. pp. 913 y ss. 
Zammali, Ameur (1995), «Protección del agua en periodo de conflicto ar-
mado», en Revista Internacional de la Cruz Roja, sep-oct. 1995, núm. 131, 
pp. 604.
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3.3.2.  LA DEFINICIÓN DE BIENES INDISPENSABLES PARA LA SUPERVIVENCIA DE 
LA POBLACIÓN CIVIL

Los Protocolos I y II de 1977 señalan ejemplos bien ilustra-
tivos de los bienes que se consideran indispensables para la 
supervivencia de la población civil. Son estos: los artículos ali-
menticios, las zonas agrícolas, las cosechas, el ganado, las insta-
laciones y reservas de agua potable y las obras de riego. 

La frase «tales como…» del precepto convencional nos in-
dica claramente que esta lista de ejemplos no es exhaustiva, 
sino meramente indicativa. Y ello se desprende del argumento 
siguiente empleado por la doctrina19. Si la prohibición a que alu-
dimos se deriva de la proscripción más general de hacer pade-
cer hambre a la población civil (que puede causar muertes por 
privación de alimentos y de agua potable), se debe extender al 
abastecimiento insuficiente de agua (como bien de primera ne-
cesidad) y de otros elementos necesarios para la supervivencia, 
como los medicamentos y otros productos sanitarios, los víveres, 
las mantas o ropa de abrigo o vestir, la ropa de cama y el aloja-
miento.

3.3.3. LA NORMA CONSUETUDINARIA

La Norma 54 del DIH Consuetudinario20 establece que «queda 
prohibido atacar, destruir, sustraer o inutilizar los bienes indispen-
sables para la supervivencia de la población civil». Esta regla, que 
es consecuencia directa de la prohibición de hacer pasar hambre 
(o sed) a la población civil, es aplicable tanto a los conflictos ar-
mados internacionales como a los no internacionales. 

Es importante destacar la intencionalidad de la conducta que 
se proscribe. Así, el Comité Internacional de la Cruz Roja21 ha es-
timado que la intención del ataque debe ser privar de esos bie-
nes (indispensables) a la población civil, justamente por su valor 
como medios de subsistencia. Y según la Declaración de Francia 
y el Reino Unido, al ratificar los citados Protocolos Adicionales de 
1977, la prohibición no se aplica a los ataques lanzados con un 
fin distinto al de privar de esos bienes a la población civil.

Numerosos Manuales Militares y legislaciones nacionales ra-
tifican esta práctica de los Estados y el carácter consuetudinario 
de la expresada norma.

3.3.4. LAS EXCEPCIONES

El artículo 54 del Protocolo I de 1977 establece dos excepcio-
nes a la prohibición general. El Protocolo II guarda silencio sobre 
esta cuestión.

La primera excepción consiste en que es posible atacar a los 
bienes indispensables para la supervivencia de la población civil, 
si se convierten en objetivo militar. Como es el caso de los bie-
nes utilizados únicamente como medio de subsistencia para los 
combatientes o en apoyo directo a una acción militar (artículo 
54.3 del citado Protocolo I).

Pero esta excepción tiene, a su vez, la limitación de que se 
prohíbe con carácter general hacer pasar hambre (y sed) a la po-
blación civil y ello comporta que está vetado el ataque a los re-
feridos bienes si cabe esperar que la consecuencia del ataque 
sea que la población civil resulte afectada por la hambruna.

La segunda excepción, también con base convencional en 
el artículo 54.5 del mencionado Protocolo I, hace referencia a 
la práctica o política de «tierra arrasada», que se ha aplicado 
tradicionalmente en el territorio nacional ante una invasión ex-
tranjera. Así, el citado precepto dispone esta excepción, habida 
cuenta de las exigencias vitales que para toda Parte en conflicto 
supone la defensa de su territorio nacional contra la invasión, 
siempre que lo exija una necesidad militar imperiosa. 

En diversos Manuales Militares y Declaraciones oficiales se 
reconoce como práctica estatal esta excepción convencional y 
consuetudinaria. 

Existen dudas22 sobre si la excepción fundada en la polí-
tica de «tierra arrasada» puede ser aplicada en el ámbito de 
los conflictos armados sin carácter internacional, al guardar si-
lencio la norma convencional (Protocolo II de 1977). Sin em-

19 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise, Customary Inter-
national..., op. cit., p. 215.

20 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise, Ibíd., op. cit., p. 211.
21 Pilloud, Claude y Preux, Jean de, (2001), «Comentario al artículo 54», 

en Comentario del Protocolo de 8 de junio de 1977 adicional a los Conve-
nios de Ginebra del 12 de agosto de 1949», op. cit. pp. 916-918.

22 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise, Customary Inter-
national..., op. cit., pp. 214 y 215.
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bargo, como expresión de una práctica estatal, hay que dejar 
constancia que en el Manual Básico para Personerías y Fuerzas 
Armadas de la República de Colombia se prohíbe ordenar una 
política de tierra arrasada como método de combate en todo 
conflicto armado. 

3.4.  La protección de los bienes utilizados para acciones de 
socorro humanitario

La seguridad y el sistema de protección por el DIH de los 
bienes de socorro humanitario es consecuencia de la prohibi-
ción de hacer padecer hambre a las personas civiles y condición 
indispensable para la prestación de socorro a las poblaciones 
civiles necesitadas. También es el resultado de la prohibición 
consuetudinaria de impedir deliberadamente (o de forma arbi-
traria) la prestación de socorro humanitario. De forma que se 
proscriben los ataques, destrucción o saqueo de los suministro 
de socorro.

El artículo 59 del IV Convenio de Ginebra garantiza que to-
dos los Estados protejan los suministros de socorro destinados a 
territorios ocupados y el artículo 70.4 del Protocolo I de 1977, 
dispone de manera general que «Las Partes en conflicto prote-
gerán los envíos de socorro y facilitarán su rápida distribución». 

La Norma 32 del DIH Consuetudinario establece que «Los 
bienes utilizados para las acciones de socorro humanitario se-
rán respetados y protegidos». Esta regla23 es aplicable tanto a 
los conflictos armados internacionales como a los sin carácter 
internacional.

Los bienes utilizados para acciones de socorro humanitario 
son, ante todo bienes de carácter civil y, como tales están pro-
tegidos por aplicación del principio de distinción24, que obliga 
a diferenciar entre objetivos militares (definidos en el art. 52 del 
Protocolo I de 1977) y bienes civiles. Las Partes en conflicto di-
rigirán sus ataques únicamente contra los objetivos militares. El 
mismo artículo 52 del citado Protocolo establece que los bienes 
de carácter civil no serán objeto de ataque ni de represalias.

El artículo 8.2.b), iii del Estatuto de la Corte Penal Interna-
cional tipifica como crimen de guerra de la competencia de la 
Corte, el hecho de dirigir ataques intencionadamente a instala-
ciones, material, unidades o vehículos participantes en una mi-
sión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que 
tengan derecho a la protección otorgada a bienes civiles con 
arreglo al derecho internacional de los conflictos armados.

La práctica de los Estados, en relación con esta norma con-
suetudinaria, se consolida a la vista de la legislación de nume-
rosas naciones que tipifican la conducta consistente en atacar a 
este tipo de bienes civiles como crimen de guerra. Práctica que 
reiteran diversas declaraciones oficiales de los Estados (incluso 
algunos que no son Partes en el Protocolo I de 1977, como los 
Estados Unidos) y Resoluciones del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas y otros organismos internacionales.

3.5.  La protección del persona y bienes de las misiones de paz 
de las Naciones Unidas

La Norma 33 del DIH Consuetudinario establece: «Queda 
prohibido lanzar un ataque contra el personal y los bienes de las 
misiones de mantenimiento de la paz que sean conformes con 
la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan derecho a 
la protección que el derecho internacional humanitario otorga a 
las personas civiles y a los bienes de carácter civil». Esta regla25 
es aplicable en los conflictos armados internacionales y no inter-
nacionales.

La norma concede así protección a los miembros y medios de 
las llamadas misiones de paz o humanitarias26 con mandato de 
las Naciones Unidas (normalmente del Consejo de Seguridad), te-
niendo en cuenta que las personas que participan en ellas no lo 
hacen como combatientes, ni son parte en los conflictos armados 
y, naturalmente, deben abstenerse de participar en las hostilida-
des, bien se trate de militares o de personas civiles. En consecuen-
cia se excluyen las fuerzas armadas con mandato de las Nacio-

23 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise, Customary Inter-
national..., Ibíd, pp. 121 y ss.

24 Kalshoven, Frits y Zegveld, Liesbeth, (2001), Restricciones en la con-
ducción de la guerra. Introducción al derecho Internacional Humanitario, 
3.ª ed., CICR, Buenos Aires, pp. 51-54 y 113 y ss.

25 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise, Customary Inter-
national..., op. cit., pp. 125 a 127.

26 Vacas Fernández, Felix (2003), Las operaciones de mantenimiento 
de la paz de Naciones Unidas y el principio de no intervención, Tirant lo 
Blanch, Valencia.
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nes Unidas para la llamada «imposición de la paz», es decir para 
acciones coercitivas del Capítulo VII de la Carta, puesto que son 
fuerzas combatientes y quedan fuera de la aplicación de la Con-
vención de las Naciones Unidas sobre la Seguridad del Personal 
de las Naciones Unidas y personal asociado de 1994.

Ahora bien, hay resaltar críticamente el deslizamiento por 
Resoluciones del Consejo de Seguridad, bajo la cobertura de Mi-
siones de Paz, desde las acciones preventivas (Operaciones de 
Mantenimiento de la Paz) hasta lo que realmente son acciones 
coercitivas bajo la mención genérica del Capítulo VII de la Carta.

Como hemos citado antes, el artículo 8.2.b), iii del Estatuto 
de la Corte Penal Internacional tipifica como crimen de guerra, 
el hecho de dirigir ataques intencionadamente a personal par-
ticipante en una misión de mantenimiento de la paz o de asis-
tencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones 
Unidas, siempre que tengan derecho a la protección otorgada a 
bienes civiles con arreglo al derecho internacional de los conflic-
tos armados. Norma penal que también incorpora en Estatuto 
del Tribunal Especial (mixto) para Sierra Leona.

El Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, en el 
asunto Karadzic y Mladic, formuló como cargo de la acusación 
el hecho de tomar como rehenes a personas civiles que integra-
ban una misión de paz de las Naciones Unidas.

La práctica de los Estados que sustenta esta Norma consue-
tudinaria encuentra su fundamento en numerosos Manuales 
Militares (entre ellos el de España27), declaraciones oficiales de 
diversos Estados, la tipificación de esta conducta como delictiva 
en la legislación penal interna de algunas naciones y la expresa 
condena de estos ataques a las Misiones de Paz de las Naciones 
Unidas por diversos Estados (Alemania, Estados Unidos, Reino 
Unido y Rusia, entre otros).

No faltan tampoco, como es lógico, las condenas por el Con-
sejo de Seguridad y por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas y otras organizaciones internacionales, que no han du-
dado en calificar estos ataques como crímenes de guerra. 

4.  El derecho de acceso a las víctimas por las 
organizaciones humanitarias 

4.1. La protección general de la población civil 

El artículo 23 del IV Convenio de Ginebra establece que los 
Estados Partes autorizarán el libre paso de todo envío de me-
dicamentos y material sanitario, destinados exclusivamente a la 
población civil de la otra parte, aunque sea enemiga. También 
se permitirá el paso libre de víveres indispensables, ropa y tóni-
cos para niños, mujeres encintas y parturientas.

El artículo 70 del Protocolo I de 1977, completa esta disposi-
ción28 dirigida a la protección de todas las personas civiles, aun-
que no se encuentren en territorios ocupados.

Con carácter general el artículo 30 del IV Convenio de Gine-
bra determina que las personas civiles protegidas podrán dirigirse 
en solicitud de ayuda a las Potencias Protectoras, al Comité Inter-
nacional de la Cruz Roja, a las Sociedades Nacionales de la Cruz 
Roja o de la Media Luna Roja o a cualquier otro organismo huma-
nitario. Estos organismos obtendrán todas las facilidades de las 
autoridades, con las limitaciones derivadas de las necesidades o 
seguridad militares.

4.2.  El régimen de acceso a las víctimas en los Territorios 
Ocupados29

Conforme al artículo 55 del IV Convenio de Ginebra, es de-
ber de la potencia ocupante (en la medida de sus posibilidades) 
abastecer a la población civil de víveres y productos médicos, 
importándolos cuando sean insuficientes las existencias en el 
territorio ocupado.

El artículo 69 del Protocolo I de 1977, establece30 la obligación 
de la potencia ocupante de asegurar, además, la provisión de ropa 
de vestir y cama, alojamientos de urgencia y otros bienes indis-
pensables para la supervivencia y objetos de culto. Esta norma dis-
pone también que las acciones de socorro en beneficio de la po-

27 Orientaciones. El Derecho de los Conflictos Armados, 2007, Tomo I, 
op. cit., pp. B-1 a B-11.

28 Sandoz, Yves, (2001), «Comentario al artículo 70», en Comentario 
del Protocolo de 8 de junio de 1977 adicional a los Convenios de Ginebra 
del 12 de agosto de 1949», op. cit., pp. 1141 a 1162.

29 Corrales Elizondo, Agustín, (2007), «La ocupación bélica», en Dere-
cho Internacional Humanitario, op. cit., pp. 287 y ss. 

30 Sandoz, Yves, (2001), «Comentario al artículo 70», en Comentario 
del Protocolo de 8 de junio de 1977 adicional a los Convenios de Ginebra 
del 12 de agosto de 1949», op. cit., pp. 1135 a 1140.
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blación civil en territorios ocupados (al amparo de los arts. 59, 60, 
61, 62, 108, 109, 110 y 111 del IV Convenio de Ginebra y art. 71 
del citado Protocolo I) serán llevadas a cabo sin retraso alguno.

La potencia ocupante, obligada por el DIH a aceptar las ac-
ciones de socorro a favor de la población civil (arts. 59 y 60 del IV 
Convenio de Ginebra), debe autorizar el libre paso de la ayuda hu-
manitaria y garantizar su protección. Tendrá, en todo caso, derecho 
a verificar los envíos, reglamentar su paso (itinerarios y horarios), 
pero no podrá denegar arbitrariamente el acceso humanitario.

Ahora bien, los envíos de socorro no eximirán a la potencia 
ocupante de su responsabilidad de conformidad con los artícu-
los 55 (deber de abastecer), 56 (higiene y seguridad públicas) y 
59 (aceptar las acciones de socorro) del IV Convenio de Ginebra.

El artículo 61 del mismo Convenio regula la distribución de los 
socorros enviados bajo el control de la Potencia protectora, del 
Comité Internacional de la Cruz Roja o de otro organismo huma-
nitario e imparcial. El artículo 62 regula los envíos individuales de 
socorro, a reserva de imperiosas razones de seguridad.

El contenido de todas estas normas humanitarias fue reco-
gido en la XXVI Conferencia Internacional de la Cruz Roja y de 
la Media Luna Roja (Ginebra, 1995), donde se concluyó que 
si bien es cierto que ninguna organización humanitaria puede 
operar sin el consentimiento del Estado o parte afectada, ésta 
no puede rehusarla arbitrariamente y, por tanto, si la opera-
ción de socorro no es discriminatoria y la ayuda es imparcial, la 
Potencia ocupante está obligada a dar su consentimiento con-
forme a las citadas normas del IV Convenio d Ginebra.

Las consecuencias de la obstaculización arbitraria del acceso 
humanitario pueden tener alcance penal, constituyendo un cri-
men de guerra como establece el artículo 8.2.b) xxv del Estatuto 
de la Corte Penal Internacional. Conducta que ha sido tipificada 
como delito en numerosas legislaciones penales nacionales.

4.3.  El derecho de la población civil necesitada a recibir la 
ayuda humanitaria

A la vista del contenido del artículo 30 del IV Convenio de 
Ginebra y de las disposiciones ya citadas del Protocolo I de 

1977, se puede afirmar que el DIH reconoce el derecho de la 
población civil necesitada a recibir la ayuda humanitaria esencial 
para su supervivencia. 

En diversas ocasiones el Consejo de Seguridad de las Nacio-
nes Unidas, su Asamblea General y la Comisión de Derechos 
Humanos han señalado la obligación de garantizar a las perso-
nas civiles el acceso a la ayuda humanitaria.

En el mismo sentido, la XXVI Conferencia Internacional de la 
Cruz Roja y de la Media Luna Roja (Ginebra, 1996) acordó por 
unanimidad: «Reafirmar enérgicamente el derecho de la pobla-
ción civil necesitada a beneficiarse de acciones de socorro de ín-
dole humanitaria e imparcial».

4.4.  Las normas consuetudinarias de derecho internacional 
humanitario 

La Norma 55 del DIH Consuetudinario dispone:»Las partes 
en conflicto permitirán y facilitarán, a reserva de su derecho de 
control, el paso rápido y sin trabas de toda la ayuda humanitaria 
destinada a las personas civiles necesitadas que tenga carácter 
imparcial y se preste sin distinción desfavorable alguna». 

Esta regla31 es de aplicación tanto en los conflictos armados 
internacionales como en los no internacionales. Su fundamento, 
como hemos dicho antes, reside en los artículos 23 del IV Con-
venio de Ginebra y en el artículo 70 de su Protocolo I de 1977. 
Numerosos Manuales Militares contienen normas similares, que 
también ratifican diversas Resoluciones del Consejo de Seguri-
dad de las Naciones Unidas. 

En la práctica estatal e internacional se reconoce tanto la ne-
cesidad del consentimiento de las partes en el conflicto como la 
prohibición de denegarlo de forma arbitraria. 

Aunque no existe una norma expresa de DIH que regule esta 
situación en los conflictos armados sin carácter internacional, 
la práctica estatal consolida esta regla como integrante del DIH 
consuetudinario.

También resulta indudable la aplicación de esta norma en las si-
tuaciones de ocupación bélica (art. 55 del IV Convenio de Ginebra).

31 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise, Customary Inter-
national..., op. cit., pp. 2118 a 224.
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Consecuencias de esta regla consuetudinaria son que no de-
ben producirse obstáculos a la ayuda humanitaria destinada a 
personas civiles necesitadas, que asimismo deben aceptarse los 
socorros humanitarios procedentes de otros Estados neutrales y 
que debe afirmarse el derecho de la población civil necesitada a 
recibir ayuda humanitaria.

4.5. La libertad de movimientos del personal humanitario 

La Norma 56 del DIH Consuetudinario establece: «Las par-
tes en conflicto deben garantizar la libertad de movimientos del 
personal humanitario autorizado, esencial para el ejercicio de 
sus funciones y que solo podrá restringirse temporalmente en el 
caso de necesidad militar imperiosa». 

Esta obligación32 es una consecuencia lógica del reconoci-
miento del derecho de acceso a la población civil necesitada y 
de la prohibición de impedir deliberadamente la asistencia hu-
manitaria. No cabe duda de que la libertad de movimientos de 
las organizaciones humanitarias e imparciales es esencial para el 
desempeño de su cometido y ha sido reconocida en los conflic-
tos armados internacionales y no internacionales. 

El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas ha reiterado 
esta obligación de las partes en conflicto y condenado la infrac-
ción de este deber, llegando a requerir que se asegure la libertad 
de movimientos del personal de ayuda humanitaria.

Naturalmente tiene que tratarse de personal humanitario au-
torizado, pero ya sabemos que no puede denegarse arbitraria-
mente tal consentimiento.

Y, en cuanto a la excepción, debemos destacar que tiene dos 
claros límites. Debe tener fundamento en una «necesidad militar 
imperiosa» y solo puede restringirse de forma temporal. 

5. Protección penal del personal humanitario 

5.1. El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional

Dentro de los crímenes de guerra previstos en el Estatuto de 
Roma como delitos de la competencia de la Corte Penal Interna-

cional, se establece una protección penal directa e indirecta de 
la misión y del personal humanitario.

El artículo 8.2.b) xxv del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
internacional tipifica como crimen de guerra33 de la competen-
cia de la Corte, la conducta consistente en hacer padecer ham-
bre a la población civil como método de guerra, privándola de 
los objetos indispensables para su supervivencia.

A propuesta de la Delegación de España en la Conferencia 
de Roma, el artículo 8.2.b), iii del Estatuto de la Corte Penal In-
ternacional34 tipifica como crimen de guerra, el hecho de «Di-
rigir intencionadamente ataques contra personal, instalaciones, 
material, unidades o vehículos participantes en una misión de 
mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de confor-
midad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan 
derecho a la protección otorgada a civiles o bienes civiles con 
arreglo al derecho internacional de los conflictos armados». 

Asimismo el artículo 8.2.b), xxiv del Estatuto de Roma castiga 
como crimen de guerra «Dirigir intencionadamente ataques con-
tra edificios, material, unidades y medios de transporte sanitarios, y 
contra el personal que utilice los emblemas distintivos de los Con-
venios de Ginebra de conformidad con el derecho internacional».

Por lo que se refiere al ámbito de los conflictos armados sin 
carácter internacional, el referido Estatuto de Roma incrimina, 
también a propuesta de España, en el artículo 8.2.d) las siguien-
tes conductas:

ii. «Dirigir intencionadamente ataques contra edificios, mate-
rial, unidades y medios de transporte sanitarios, y contra el per-
sonal que utilice los emblemas distintivos de los Convenios de 
Ginebra de conformidad con el derecho internacional».

iii. «Dirigir intencionadamente ataques contra personal, insta-
laciones, material, unidades o vehículos participantes en una mi-
sión de mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que 
tengan derecho a la protección otorgada a civiles o bienes civiles 
con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados». 

32 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise, Customary Inter-
national..., op. cit., pp. 225 a 227.

33 Cottier, Michael, (1999), «War crimes», en O. Triffterer (editor), 
Commentary on the Rome Statute of the International Criminal Court, No-
mos Verlagsgesesellschaft, Baden-Baden, pp. 254-259.

34 Pignatelli Meca, Fernando, (2007), «La Corte Penal Internacional», 
en Derecho Internacional Humanitario, op. cit., pp. 826 y 827. Cottier, Mi-
chael, (1999), «War crimes», en O. Triffterer (editor), Commentary on the 
Rome Statute of the International Criminal Court, Ibíd., pp. 187 a 197.
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5.2. La propuesta de España en la Conferencia de Roma 

Durante el desarrollo de la Conferencia Diplomática de Roma 
(15 de junio a 17 de julio de 1998), que aprobó el Estatuto de la 
Corte Penal Internacional, la Delegación de España formuló (el 
17 de junio de 1998) a la Comisión Plenaria una propuesta (A/
CONF.183/C.1/L.4) con el fin de otorgar protección penal espe-
cífica al personal de las organizaciones humanitarias, tanto en 
los conflictos armados internacionales como en los no interna-
cionales. 

El texto de la propuesta35 pretendía añadir a conductas ya in-
criminadas como crímenes de guerra en los conflictos armados 
internacionales la siguiente frase: «…, así como contra el perso-
nal de la potencia protectora o su sustituto y de organizaciones 
humanitarias imparciales que realicen actividades de protección 
y asistencia a favor de las víctimas de un conflicto armado de 
acuerdo con los Convenios de Ginebra».

Por lo que se refiere a los conflictos armados sin carácter in-
ternacional, se proponía la siguiente adición: «, así como contra 
el personal de organizaciones humanitarias imparciales que rea-
licen actividades de protección y asistencia a favor de las vícti-
mas del conflicto».

Sin embargo, hay que lamentar que los representantes de los 
Estados en dicha Conferencia Diplomática no aceptaron estas 
propuestas, privando al personal de las organizaciones humani-
tarias de una protección penal cualificada.

5.3. El código penal militar de 1985

El Código Penal Militar, aprobado por Ley Orgánica 13/1985, 
de 9 de diciembre, incrimina las violaciones graves cometidas 

por militares en los conflictos armados entre los delitos contra 
las leyes y usos de la guerra36.

Concretamente en su artículo 77. 4.º castiga a: «El que ejer-
ciera violencia contra el personal de los servicios sanitario y reli-
gioso, tanto enemigo como neutral, miembros de las organizacio-
nes de socorro y personal afecto al servicio de los establecimientos 
o lugares antes citados» (se refiere a los establecimientos, forma-
ciones móviles, medios de transporte y material sanitarios).

Naturalmente, no se aplicará lo dispuesto en esta norma si 
se hace uso de esta protección para llevar a cabo actos de hos-
tilidad.

5.4. El código penal de 1995

5.4.1. ANTECEDENTES

La Cruz Roja Española remitió en su día al Gobierno37 una 
propuesta para castigar los crímenes de guerra y así se incorporó 
al vigente Código penal de 1995 el capítulo «Delitos contra las 
personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado» (ar-
tículos 608 a 614). Tal incriminación, pionera en el mundo occi-
dental, ha servido de modelo a países europeos e iberoamerica-
nos en la protección penal de las víctimas de la guerra38.

5.4.2. LAS PERSONAS PROTEGIDAS EN EL CÓDIGO PENAL 

 El artículo 608 del Código penal establece una relación de 
personas protegidas39 por los siguientes artículos que castigan 
los crímenes de guerra y otros delitos contra las personas y bie-
nes protegidos en caso de conflicto armado.

Entre estas personas protegidas se encuentran el personal 
sanitario y religioso (núm. 1.º), la población civil (núm. 3.º), el 

35 Documento de la Conferencia Diplomática, A/CONF.183/C.1/L.4, de 
17 de junio de 1998.

36 Fernández Flores, José Luis, (1988), «Delitos contra las leyes y usos 
de la guerra», en Comentarios al Código Penal Militar (coordinados por 
R. Blecua Fraga y José Luis Rodríguez-Villasante y Prieto), Civitas, Madrid, 
pp. 808 a 845. 

37 «Propuesta de modificación del ordenamiento penal español, como 
consecuencia de la ratificación por España de los Protocolos de 1977 Adi-
cionales a los Convenios de Ginebra de 1949», en Revista Española de 
Derecho Militar, n.º 56-57, 1990-1991, pp. 693 a 845.

38 «Propuesta de modificación del Código penal español, en materia 
de delitos contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto 
armado», en Revista Española de Derecho Militar, n.º 78, julio-diciembre 
de 2001, pp. 92 a 96.

39 Pignatelli y Meca, Fernando, (2003), La sanción de los crímenes de 
guerra en el Derecho español. Consideraciones sobre el Capítulo III del 
Título XXIV del Libro II del Código Penal, Ministerio de Defensa, Madrid, 
pp. 124 a 125 y 227 y ss.
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personal de la potencia protectora y su sustituto (núm. 4.º), así 
como cualquier otra que tenga aquella condición (de persona 
protegida) según el Protocolo II de 1977 o cualesquiera otros 
Tratados internacionales en los que España fuere parte. 

Este «numerus apertus» fue completado por la Ley Orgánica 
15/2003 con la mención expresa40 en un nuevo número 6.º de: 
«El personal de Naciones Unidas y personal asociado, protegi-
dos por la Convención sobre la Seguridad del Personal de las 
Naciones Unidas y del Personal Asociado, de 9 de diciembre de 
1994». 

5.4.3. LAS TIPICIDADES CONCRETAS

a. El artículo 612 del Código Penal

El Código penal en el artículo 612 castiga, en un autén-
tico «cajón de sastre»41, diversas conductas heterogéneas en-
tre las que no existe apenas relación, salvo las incriminadas en 
los apartados 4.º, 5.º y 6.º. El Derecho internacional humanitario 
considera a algunas como infracciones graves y otras son meros 
actos contrarios. Los tipos protegen bienes diversos, como la in-
demnidad jurídica de ciertos lugares o elementos, la inmunidad 
de ciertas personas, los derechos de algunas personas protegi-
das o el valor de ciertos signos.

i) El Apartado 1.º

Los antecedentes en el Derecho español del apartado 1.º se 
encuentran en los artículos 105.2 del Código Penal del Ejército 
de 1884, 127.2 del Código Penal de la Marina de Guerra de 
1888, 232.2 del Código de Justicia Militar de 1890 y 77.3 del 
Código Penal Militar de 1985, donde se trata de otorgar protec-
ción penal a los elementos de carácter no personal que ampa-
ran a las personas protegidas. 

La Ley Orgánica 15/2003 amplía42 la protección originaria a 
«los hospitales, instalaciones o material», de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 8.2 b) ix y xxiv y 8.2 e) iii y ix del Estatuto 
de Roma, si bien ha sustituido la palabra «edificios» por «insta-
laciones».

La locución unidades sanitarias y medios de transporte sa-
nitarios incluye43 los específicos conceptos contenidos en el ar-
tículo 8 e) a k), en relación con los artículos 85.2, 12 y 21 a 31, 
todos ellos del Protocolo I de 1977. Así se da protección a los 
establecimientos y formaciones, militares o civiles, organizados 
con fines sanitarios, sean fijos o móviles, permanentes o tem-
porales, comprendiendo a los hospitales y depósitos de ma-
terial sanitario, al transporte por tierra, por agua y por aire de 
los heridos, enfermos o náufragos, del personal sanitario o reli-
gioso y del equipo y material sanitario protegidos, a los medios 
de transporte sanitario, a los vehículos sanitarios, entendiendo 
por tales los medios de transporte sanitario por tierra, al buque 
y embarcación sanitarios, a las aeronaves sanitarias y al personal 
sanitario, unidades sanitarias y medios de transporte sanitarios 
permanentes o temporales.

ii) El Apartado 2.º

Se castiga en el apartado 2.º, de conformidad con el artículo 
85.2, en relación con los artículos 8 c) y d), 13 y 15 a 18, to-
dos ellos del Protocolo I de 1977, artículos 18, 21, 22 y 26 del 
I Convenio de Ginebra y 19 del Convenio IV, la realización de 
cualquier acto de violencia distinto de los que puedan incardi-
narse en el artículo 609 sobre quienes realizan funciones a favor 
de las personas protegidas.

Aquí se establece la protección de los protectores44 sancio-
nando los ejercicios menores de la violencia distintos del mal-
trato de obra o de los que se derive un peligro no susceptible 
de recibir la calificación de grave para la vida, la salud o la inte-

40 Rodríguez-Villasante y Prieto, José Luis (2003), «La reforma del Có-
digo Penal Español por Ley Orgánica 15/2003: un paso al frente en la 
criminalización de la barbarie», en Revista Española de Derecho Militar, 
n.º 82, julio-diciembre 2003, pp. 209 y 210.

41 Pignatelli y Meca, Fernando (2003), La sanción de los crímenes de 
guerra en el Derecho español. Consideraciones sobre el Capítulo III del 
Título XXIV del Libro II del Código Penal, op. cit., p. 435.

42 Rodríguez-Villasante y Prieto, José Luis, «La reforma del Código Pe-
nal Español por Ley Orgánica 15/2003: un paso al frente en la criminaliza-
ción de la barbarie», art. cit. pp. 213-214.

43 Otero Solana, Vicente, «La protección del medio sanitario en los 
Conflictos Armados», Derecho Internacional Humanitario, op. cit., pp. 502 
y ss. 

44 Pignatelli Meca, Fernando (2003), La sanción de los crímenes de 
guerra en el Derecho español. Consideraciones sobre el Capítulo III del 
Título XXIV del Libro II del Código Penal, op. cit., p. 454.
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gridad, siempre que los actos afecten al personal sanitario o reli-
gioso, de la misión médica o de las sociedades de socorro.

La Ley Orgánica 15/2003 al adecuar45 el precepto al artículo 
8.2 b) xxiv y e) ii del Estatuto de Roma, se refiere «al personal 
habilitado para usar los signos o señales distintivos de los Con-
venios de Ginebra, de conformidad con el derecho internacio-
nal».

b. El artículo 613 del Código Penal

Numerosas legislaciones penales internas46 de los Estados ti-
pifican como crimen de guerra el hecho de atacar a los bienes 
indispensables para la supervivencia de la población civil. Entre 
ellos, el Código penal español47 castiga esta conducta en su ar-
tículo 613, con la siguiente redacción: «Ataque, destruya, sus-
traiga o inutilice los bienes indispensables para la superviven-
cia de la población civil, salvo que la parte adversa utilice tales 
bienes en apoyo directo de una acción militar o exclusivamente 
como medio de subsistencia para los miembros de sus fuerzas 
armadas». 

5.5. El proyecto de modificación de código penal de 2010 

Así pues, la sólida base de partida en el derecho penal es-
pañol es texto vigente del Código penal, aprobado por Ley Or-
gánica 10/1995, de 23 de noviembre, cuyo Capítulo III (Delitos 
contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto 
armado) del Título XXIV (Delitos contra la Comunidad Interna-
cional) y promulgado en su día de acuerdo con el texto de una 
Propuesta articulada elaborada por el Centro de Estudios de De-
recho Internacional Humanitario de la Cruz Roja Española. 

Ahora bien, a la vista de la ratificación por España del Es-
tatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (Ley Orgánica 

6/2000, de 4 de octubre) y de su entrada en vigor el 1 de julio 
de 2002, resultaba muy conveniente la modificación de algunos 
aspectos concretos de las normas establecidas y conductas incri-
minadas en los artículos 608 a 614 del Código Penal.

 Al no ser necesario alterar básicamente los tipos previstos, la 
Cruz Roja española48 entendió que podía ser suficiente la modi-
ficación puntual o adición de los preceptos vigentes y así se pro-
pusieron diversas modificaciones del articulado, El Proyecto de 
Ley Orgánica de modificación del Código penal español remi-
tido por el Gobierno al Congreso de los Diputados y publicado 
el 27 de noviembre de 2009 recogió puntualmente esta pro-
puesta49. Y el día 29 de abril de 2010 fue aprobada por el Con-
greso la modificación del Código penal, iniciando su tramitación 
en el Senado.

Por lo que se refiere a la protección penal de los medios y 
personal humanitario, damos cuenta seguidamente de las no-
vedades introducidas por esta reforma del Código penal, aún en 
tramitación parlamentaria.

ADICIÓN DE UN NÚMERO 8.º AL ARTÍCULO 612. HACER PADECER HAMBRE A 
LA POBLACIÓN CIVIL

La justificación de esta adición, que integraría el nuevo nú-
mero 8.º del artículo 612 del Código penal, hay que buscarla 
en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, cuyo ar-
tículo 8, número 2, apartado b), xxv) para los conflictos arma-
dos internacionales, incrimina las conductas de provocar inten-
cionadamente la inanición de la población civil como método 
de hacer la guerra y obstaculizar los suministros de socorro. No 
obstante, en la redacción se ha preferido emplear la expresión 
hacer padecer intencionadamente hambre por ajustarse más 
exactamente a los términos del artículo 54 del Protocolo I de 
1977 y artículo 14 del Protocolo II Adicional. Así pues, la redac-
ción aprobada en el Congreso es la siguiente:

45 Rodríguez-Villasante y Prieto, José Luis, «La reforma del Código 
Penal Español por Ley Orgánica 15/2003: un paso al frente en la crimina-
lización de la barbarie», art. cit. p. 214.

46 Henckaerts, Jean-Marie y Doswald-Beck, Louise, Customary Inter-
national..., op. cit., pp. 211 a 215.

47 Pignatelli Meca, Fernando, (2003), La sanción de los crímenes de 
guerra en el Derecho español. Consideraciones sobre el Capítulo III del 
Título XXIV del Libro II del Código Penal, op. cit., pp. 572 a 580.

48 Ver el texto de la propuesta en la página web del Centro de Estudios 
de Derecho Internacional Humanitario de la Cruz Roja Española: www.
cruzroja.es/dih

49 Boletín Oficial del Congreso de los Diputados, Serie A. núm. 52-1, 
de 27 de noviembre de 2009.
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8.º. Haga padecer intencionadamente hambre a la población 
civil como método de guerra, privándola de los bienes indispen-
sables para su supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar ar-
bitrariamente los suministros de socorro, realizados de conformi-
dad con los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adicionales.

 Tal delito se tipifica en el parágrafo 2, sección 5, apartado 
5, letra (l) de la Ley sobre Crímenes Internacionales de los Países 
Bajos, en el parágrafo 11, apartado (1), número 5 del Código de 
Derecho Penal Internacional de Alemania y en el Proyecto de Ley 
Penal Especial de Argentina.

ADICIÓN DE UN NÚMERO ARTÍCULO 612. PROTECCIÓN DE LAS MISIONES 
HUMANITARIAS

La modificación ha consistido en añadir un nuevo número 10º 
con la siguiente redacción: Dirija intencionadamente ataques con-
tra cualquier miembro del personal de las Naciones Unidas, perso-
nal asociado o participante en una misión de paz o de asistencia 
humanitaria, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, 
siempre que tengan derecho a la protección otorgada a personas o 
bienes civiles, con arreglo al derecho internacional de los conflictos 
armados, o les amenace con tal ataque para obligar a una persona 
natural o jurídica a realizar o abstenerse de realizar algún acto. 

 En el texto se ha respetado inicialmente la estructura del Esta-
tuto de Roma de la Corte Penal Internacional que incluye este cri-
men en el artículo 8, número 2, apartado b), iii) para los conflictos 
armados internacionales y en el apartado e), iii) para los conflictos 
armados sin carácter internacional. Este precepto nació de una 
propuesta de España en la Conferencia Diplomática de Roma y 
tiene su fundamento convencional en el artículo 9 de la Conven-
ción de 9 de diciembre de 1994, sobre la Seguridad del Personal 
de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, ratificada por Es-
paña. Se incluyen también en el texto algunos elementos del ci-
tado artículo 9 de la Convención de 1994, como las alusiones a 
cualquier miembro del personal de las Naciones Unidas o perso-
nal asociado y la incriminación de las amenazas de ataques.

 Hay que tener en cuenta que los ataques a las instalaciones, 
material, unidades, residencia privada o vehículos se tipifican en 
la modificación del artículo 613 del Código penal.

Se ha entendido que el término ataques50 comprende los 
que se perpetren contra la integridad física o la libertad de las 
personas protegidas en este delito. En el supuesto de homicidio 
o grave peligro para la integridad de las víctimas sería de aplica-
ción el artículo 609 del mismo Código Penal, dada la condición 
de personas protegidas de los sujetos pasivos del ataque, te-
niendo en cuenta que la pena allí prevista se impone sin perjui-
cio de la pena que pueda corresponder por los resultados lesivos 
producidos.

Por otra parte, otras conductas previstas en el artículo 9 
de la citada Convención de 1994, como la tentativa (apartado 
d), la complicidad o los actos de organización o dación de ór-
denes a terceros para la comisión de tal ataque (apartado e), 
quedan suficientemente incriminadas por la aplicación de la 
parte general del Código Penal que regula la participación a tí-
tulo de autor (por medio de otro, por inducción o cooperación 
necesaria) o de cómplice (artículos 28 y 29) y la tentativa (ar-
tículo 16). 

En el campo del derecho comparado se incrimina esta con-
ducta en el parágrafo 10, apartado 1 de la Ley alemana de 
Código Penal Internacional y en la sección 5, apartado 5, le-
tra (o) de la Ley sobre crímenes Internacionales de los Países 
Bajos.

ADICIÓN DE UN APARTADO I) AL ARTÍCULO 613 DEL CÓDIGO PENAL

En concordancia con lo expuesto anteriormente, resulta ne-
cesario otorgar protección penal a los bienes o medios materia-
les utilizados en las Operaciones de Paz de las Naciones Unidas, 
también protegidos por la aludida Convención de 1994. Y así el 
Congreso de los Diputados aprobó un nuevo número i) del ar-
tículo 613 del Código penal, con la siguiente redacción:

i) Ataque o realice actos de hostilidad contra las instalacio-
nes, material, unidades, residencia privada o vehículos de cual-
quier miembro del personal referido en el párrafo 10º del ar-
tículo 612 o amenace con tales ataques o actos de hostilidad 
para obligar a una persona natural o jurídica a realizar o abste-
nerse de realizar algún acto.

50 Rodríguez-Villasante y Prieto, José Luis, «La reforma del Código 
Penal Español por Ley Orgánica 15/2003: un paso al frente en la crimina-
lización de la barbarie».
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La justificación se fundamenta en las mismas razones ex-
puestas al razonar la reforma del artículo 612. 10º. Ante la re-
ferencia convencional a instalaciones, material, unidades, re-

sidencia privada o vehículos, se hacía necesario residenciar en 
este artículo 613 todo lo atinente a la protección de bienes, por 
cuestiones de sistemática.
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